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Ciudad de México. Acuerdo de la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, correspondiente al día tres de junio de dos mil veinte.

V I S T O S, y
R E S U L T A N D O:

PRIMERO. Demanda. Por escrito depositado el veintisiete de abril de dos mil diecinueve, en la Oficina de Correos de México en el Estado de Oaxaca, Itavivi Guadalupe Méndez Pacheco, en su carácter de Síndica Municipal del Ayuntamiento de Santiago Juxtlahuaca, Estado de Oaxaca, promovió controversia constitucional en contra del Poder Ejecutivo y de la Secretaría General de Gobierno de esa Entidad, respecto de los siguientes actos: 

“(…).
IV. NORMA GENERAL O ACTOS CUYAS (sic) INVALIDEZ SE DEMANDA.
AL PODER EJECUTIVO DEL ESTADO DE OAXACA, le demando lo siguiente.
a) La violación al artículo 115 de la Constitución Federal, en perjuicio de mi representada, materializado en la invasión de la esfera competencial en la que la responsable emitió una orden verbal o escrita, acuerdo, decreto, resolución, oficio, auto o documento el cual haya autorizado la acreditación de tres concejales propietarios por el principio de representación proporcional a los ciudadanos Caridad del Carmen Leyva López, Álvaro Tirso Carrera Sánchez, y Monserrat Díaz Jiménez (sic); la entrega de bastón de mando, otorgarles su nombramiento, registrarlos en el libro de gobierno, autorizar sellos, expedición de la credencial, sin haber consultado al municipio actor, y sin que mi representada les haya tomado la protesta de ley, y haya autorizado dichos actos.
b) La violación al artículo 115 de la Constitución Federal, en perjuicio de mi representada porque la responsable actuó como una autoridad intermedia al aprobar la acreditación, registrarlos en el libro de gobierno, autorizar sellos y expedir la credencial a los concejales propietarios por el principio de representación proporcional a los ciudadanos Caridad del Carmen Leyva López, Álvaro Tirso Carrera Sánchez y Monserrat Díaz Jiménez (sic), sin que el municipio referido previamente les haya otorgado dicho reconocimiento a los mencionado (sic) concejales.
c) La violación del artículo 115, en sus fracciones I, y II, por la invasión de facultades en perjuicio del Ayuntamiento de Santiago Juxtlahuaca que realizó la Secretaría General de Gobierno del Poder Ejecutivo del Estado de Oaxaca, al autorizar la acreditación, registrarlos en el libro de gobierno, autorizar sellos y expedir la credencial a los concejales propietarios por el principio de representación proporcional a los ciudadanos Caridad del Carmen Leyva López, Álvaro Tirso Carrera Sánchez y Monserrat Díaz Jiménez (sic), toda vez que, es un requisito indispensable que exista previamente la toma de protesta de ley, el reconocimiento y nombramiento del cargo por parte del Ayuntamiento y del Presidente Municipal; requisitos que pasó por alto la referida Secretaría General del Poder Ejecutivo del Estado de Oaxaca.
d) La invasión a la esfera competencial del Municipio en términos del artículo 115, fracciones I, II, III y IV de la Ley Suprema de la Federación, que permite la libertad administrativa y autonomía del Ayuntamiento y, por lo mismo, la violación a los artículos 36, y 68, fracción XXVII, de la Ley Orgánica Municipal del Estado de Oaxaca, relativo a la toma de protesta de ley, la expedición de nombramiento, y la práctica tradicional de la entrega de bastón de mando a las autoridades entrantes, porque los actos cuestionados sólo compete realizarlos al Ayuntamiento de Santiago Juxtlahuaca.
e) La invasión de facultades que realiza la Secretaría General de Gobierno del Estado de Oaxaca, al pasar por alto al Ayuntamiento en la toma de protesta de ley, el reconocimiento y el nombramiento de los regidores por el principio de representación proporcional, así como la práctica tradicional de la entrega de bastón de mando ya que al expedir dicha acreditación la referida Secretaría General invade facultades legales y constitucionales propiamente de mi representada, por lo que con su actuar sustituye funciones propias del Ayuntamiento y del Presidente Municipal.
f) La extralimitación de facultades constitucionales y legales en que incurre la Secretaría General de Gobierno materializado en: la toma de protesta de ley, expedición de nombramiento, la entrega de bastón de mando, autorizar la acreditación, registrarlos en el libro de gobierno, autorizar sellos y expedir la credencial, extralimitándose en las funciones que le otorga el artículo 34 de la Ley Orgánica del Poder Ejecutivo del Estado de Oaxaca, ya que dicho numeral no le permite realizar todos los anteriores actos y porque no tienen facultades legales y constitucionales legales (sic) para ello.
g) La invasión a la esfera competencial del Municipio en términos del artículo 115, fracciones I, II, III y IV de la Constitución General de la República, que realiza la Secretaría General de Gobierno del Estado de Oaxaca materializada en la asignación de regidurías, de la siguiente forma.

	CONCEJALES
	REGIDURÍA ASIGNADA POR LA SECRETARÍA GENERAL DE GOBIERNO

	Caridad del Carmen Leyva López
	Regidora de Salud

	Álvaro Tirso Carrera Sánchez
	Regidor de Educación

	Monserrat Díaz Jiménez (sic)
	Regidora de Parques y Jardines



Toda vez que, las regidurías asignadas por la responsable no corresponden a las que el Ayuntamiento designó a los mencionados ciudadanos, y hasta este momento no han asumido el cargo, ni mucho menos tomado la protesta de ley.
h) La nulidad del reconocimiento de nombramiento, la acreditación, el registro en el libro de gobierno, la expedición de la credencial, así como los sellos oficiales realizada por la Secretaría General de Gobierno, para decidir dichos actos en sustitución del municipio actor, ya que no tiene facultades constitucionales ni legales para decidir la asignación de regidurías.
i) La nulidad del reconocimiento y acreditación a los ciudadanos (sic) Caridad del Carmen Leyva López, Álvaro Tirso Carrera Sánchez y Monserrat Díaz Jiménez (sic), regidores de representación proporcional del Municipio de Santiago Juxtlahuaca, por la ilegal asignación de regidurías realizada por la Secretaría General de Gobierno, toda vez que dichas regidurías no les fueron asignadas por el Ayuntamiento, además que, el Presidente municipal no les ha tomado la protesta de ley, tampoco se les ha realizado la entrega de bastón de mando, ni mucho menos se les ha reconocido, ni expedido el nombramiento en términos de la legislación aplicable.
j) Que se decrete las responsabilidades administrativas, y sancionadoras a los funcionarios públicos de la Secretaría General de Gobierno que efectuaron la autorización de la acreditación, registrar en el libro de gobierno, expedir la credencial y autorizar los sellos respectivos de los regidores por el principio de representación proporcional de los ciudadanos Caridad del Carmen Leyva López, Álvaro Tirso Carrera Sánchez, y Monserrat Díaz Jiménez (sic).
Lo anterior, porque está generando un precedente contrario a lo que estipula la legislación que, cualquier regidor pueda ir directamente a la Secretaría General de Gobierno a acreditarse, sin cumplir con los requisitos de certeza, además que, son actos (sic) que incurre constantemente la Secretaría General de Gobierno, y que ese Alto Tribunal ha conocido en las controversias constitucionales 115/2018, 66/2018, y 56/2018.
Dichos actos los están realizando sin respetar el procedimiento que marca la Ley Orgánica Municipal, y violando las garantías de audiencia, defensa, legalidad.
Además, es de insistir que ninguno de los actos reclamados le ha sido notificado a mi representada, ya que tuvimos conocimiento de forma extraoficial.
(…)”. 

SEGUNDO. Antecedentes. En la demanda se señalaron como antecedentes lo que a continuación se transcribe: 

“(…).
VI. MANIFESTACIONES DE LOS HECHOS O ABSTENCIONES QUE CONSTITUYEN LOS ANTECEDENTES DE LA NORMA O ACTO CUYA INVALIDEZ SE DEMANDA. 
A) Cronología de la elección, Instalación del Cabildo y acuerdos adoptados por el mismo. 
1. Santiago Juxtlahuaca, es un municipio con auto adscripción indígena, que se sujeta al régimen de partidos políticos. 
2. Con fecha uno de julio del año dos mil dieciocho, se llevó a cabo la jornada electoral, para la elección de Presidente de la República, Senadores, Diputados Federales y al Congreso Local, así como integrantes de los ciento cincuenta y tres ayuntamientos en el Estado de Oaxaca (entre ellos el Municipio de Santiago Juxtlahuaca).
3. Mediante el sistema de elección popular los concejales del Municipio que represento, fuimos electos para integrar el Ayuntamiento de Santiago Juxtlahuaca, Oaxaca, para el periodo 2019-2021.
4. El municipio de Santiago Juxtlahuaca, es parte integrante de la división territorial y de la organización política y administrativa del Estado de Oaxaca, investido de personalidad jurídica y patrimonio propio, y con autonomía propia.
5. El uno de enero del dos mil diecinueve, se llevó a cabo la instalación del Ayuntamiento de Santiago Juxtlahuaca, en la que se nos hizo la entrega de bastón de mando y tomamos protesta como autoridades municipales. 
Lo anterior, lo acreditamos con copia certificada del acta de instalación del H. Ayuntamiento de fecha uno de enero de dos mil diecinueve, misma que anexamos a la presente. 
6. Con fecha uno de enero del año que trascurre, se llevó a cabo la sesión ordinaria de cabildo del H. Ayuntamiento de Santiago Juxtlahuaca, en la que se asignaron comisiones y regidurías a los concejales, así como la designación del secretario y tesorero municipal, para el trienio 2019-2021. 
Para acreditar lo anterior, se anexa a la presente en copia certificada del acta de sesión de cabildo de uno de enero del año en curso, en la que se asignaron comisiones y regidurías a los concejales del Ayuntamiento. 
7. Con fecha nueve de febrero del año en curso, se llevó a cabo la sesión extraordinaria de cabildo del H. Ayuntamiento de Santiago Juxtlahuaca, en la que el cabildo municipal aprobó la desaparición de las regidurías de Salud; Educación; y Parques y Jardines, y la creación de las regidurías de Disposiciones de Residuos Sólidos, Desarrollo Agropecuario, y Vinos y Licores.
Quedando de la siguiente manera.

	CREACIÓN DE LAS REGIDURÍAS Y SUS TITULARES

	Regiduría de Disposiciones de Residuos Solidos
	Caridad del Carmen Leyva López

	Regiduría de Desarrollo Agropecuario
	Álvaro Tirso Carrera Sánchez

	Regiduría de Vinos y Licores
	Monserrat Díaz Mejía



Para acreditar lo anterior, se anexa a la presente copia certificada del acta de sesión de cabildo de nueve de febrero del presente año. 
(…)”.

TERCERO. Preceptos constitucionales que se estiman violados y conceptos de invalidez. La parte actora señaló como preceptos violados los artículos 2, 14, 16, 115, fracciones I, II, III y IV, y 128 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. Así como planteó los conceptos de invalidez que a continuación se resumen: 

1. La autoridad demandada viola en perjuicio del Municipio actor las garantías de audiencia, debido proceso, debida defensa y legalidad previstas en los artículos 14 y 16 constitucionales, en virtud de que los actos que se reclaman fueron emitidos por una autoridad que no tiene facultades legales para ello; lo cual se traduce en una afectación directa a lo previsto en el diverso 115, fracciones I, II, III y IV de la Constitución Federal, dado que invade la esfera competencial del Municipio actor, ya que realizó actividades de naturaleza administrativa que le corresponden al Municipio. 

En efecto, la Secretaría General de Gobierno autorizó la acreditación de los tres concejales propietarios por el principio de representación proporcional, Caridad del Carmen Leyva López, Álvaro Tirso Carrera Sánchez y Monserrat Díaz Mejía, en regidurías distintas a las que les fueron asignadas en sesión de cabildo de nueve de febrero de dos mil diecinueve, los registró en el libro de gobierno, autorizó los sellos correspondientes y expidió las credenciales respectivas. 

Lo antedicho causa una afectación directa al Ayuntamiento porque contraviene lo previsto en los artículos 36 y 68, fracción XXVII, de la Ley Orgánica Municipal del Estado de Oaxaca, ya que el actuar de la Secretaria de Gobierno impidió que se realizara la práctica tradicional de la entrega de bastón de mando a las autoridades entrantes, otorgamiento del nombramiento y toma de protesta de ley de los regidores, atribuciones que de conformidad con dichos preceptos son propias del Ayuntamiento de Santiago Juxtlahuaca. 

Ello, dado que la orden de acreditación de los tres concejales, su registro en el libro de gobierno, autorización de sellos y expedición de credenciales, sin que el Ayuntamiento haya ejercido su competencia e instruido al Presidente Municipal para que les tome la protesta de ley para ocupar las regidurías respectivas durante el periodo 2019-2021, otorgue su nombramiento y entregue el bastón de mando, resulta una invasión de las facultades que le fueron otorgadas por la Constitución Federal y vulnera su autonomía Municipal, aunado a que es contrario a lo que establece la Ley Orgánica Municipal del Estado de Oaxaca. 

En consecuencia, la Secretaría General de Gobierno se extralimitó en las funciones que le otorga el artículo 34 de la Ley Orgánica del Poder Ejecutivo del Estado de Oaxaca, ya que ese precepto no le permite expedir la acreditación a los regidores sin que antes el Ayuntamiento realizara la toma de protesta de ley y otorgara el nombramiento respectivo a la regiduría que deberán desempeñar y, sin revisar la documentación que los acredita como tal; y en el presente caso, los referidos ciudadanos debieron presentarse ante el Cabildo Municipal para su presentación y reconocimiento; y, posteriormente, con el Presidente Municipal para el otorgamiento de sus nombramientos, sin embargo, acudieron directamente ante el Ejecutivo Estatal para la expedición de su acreditación como regidores y esto se realizó invadiendo la esfera competencial del Municipio. 

Asimismo, destaca que si bien, el uno de enero de dos mil diecinueve, se asignó a Caridad del Carmen Leyva López, Álvaro Tirso Carrera Sánchez y Monserrat Díaz Mejía, las Regidurías de Salud, Educación y de Parques y Jardines, respectivamente, lo cierto es que en sesión de nueve de febrero de dos mil diecinueve, se acordó la desaparición de éstas y la creación de diversas Regidurías que les fueron atribuidas, de la siguiente manera: 

	Regiduría de Disposiciones de Residuos Sólidos
	Caridad del Carmen Leyva López

	Regiduría de Desarrollo Agropecuario
	Álvaro Tirso Carrera Sánchez

	Regiduría de Vinos y Licores
	Monserrat Díaz Mejía



Por tal motivo es que se destaca la importancia de que la Secretaría General de Gobierno debió cerciorarse que efectivamente esos concejales cumplían con los requisitos que establecen los lineamientos para ser acreditados en las Regidurías de Salud, Educación y de Parques y Jardines, respectivamente. 

Pero contrario a ello, Caridad del Carmen Leyva López, Álvaro Tirso Carrera Sánchez y Monserrat Díaz Mejía, acudieron directamente al Ejecutivo Estatal, cuando en principio debieron exhibir la documentación correspondiente al Ayuntamiento para que se les otorgara su nombramiento de acuerdo a la regiduría que les fue asignada y se les rindiera la protesta de ley, tal como lo prevé la Ley Orgánica Municipal; y, en consecuencia, pudieran reunir la documentación necesaria para la debida acreditación ante el Ejecutivo Estatal. 

Por todo lo anterior, la parte actora alega que el acto reclamado invade la esfera de competencia exclusiva del Municipio, lo que se traduce en una afectación a sus intereses, además, transgrede los principios de libertad administrativa, autonomía en su toma de decisiones y auto-organización.

2. Vulneración a lo previsto en el artículo 115, fracciones I y II, de la Constitución Federal, pues la parte demandada emitió una orden verbal o escrita, acuerdo, decreto, resolución, oficio, auto o documento para la autorización de la acreditación de tres concejales propietarios por el principio de representación proporcional, entrega de bastón de mando, nombramiento respectivo, registro en el libro de gobierno, sellos y expedición de las credenciales, sin haber consultado al Municipio actor respecto a la existencia de la protesta de ley y el nombramiento que previamente debe realizar el Presidente Municipal. 

Lo cual se traduce en la invasión a las facultades del Ayuntamiento de Santiago Juxtlahuaca, ya que la Secretaría General de Gobierno del Poder Ejecutivo del Estado de Oaxaca llevó a cabo los actos impugnados sin que se observaran los requisitos previstos en los artículos 36 y 68, fracción XXVII, de la Ley Orgánica Municipal del Estado de Oaxaca.

En efecto, el Municipio actor no ha expedido nombramiento alguno y, por tanto, aquellos no han tomado protesta en términos de la legislación aplicable, por lo que no es constitucionalmente válido que el Poder Ejecutivo del Estado de Oaxaca les emitiera la acreditación que los reconoce como Regidores de Salud, Educación, y de Parques y Jardines; de ahí que los actos administrativos que realiza la Secretaría General de Gobierno escapan de su competencia, ello porque en su marco normativo no se prevé que pueda realizar acciones en el ámbito de la administración municipal. 

Asimismo, de conformidad con lo previsto en el “Acuerdo por el que se establecen los lineamientos para la expedición de las credenciales de acreditación de las autoridades municipales y auxiliares de los 570 municipios del Estado de Oaxaca, así como el registro de los sellos oficiales” publicado en el Periódico Oficial del Estado de Oaxaca el dos de enero de dos mil catorce; la toma de protesta de ley, la asignación de regidurías y el nombramiento hecho por la autoridad municipal es necesario para que sea expedida la acreditación respectiva por el Gobierno del Estado, por lo cual los Regidores debieron presentar ante el Departamento de Acreditación y Registro de Autoridades Municipales, dependiente de la Dirección de Gobierno del Estado de Oaxaca, los documentos previstos en el punto segundo de ese Acuerdo, lo cual no ocurrió en el caso, porque a la fecha en la que el Ejecutivo Estatal llevó a cabo los actos impugnados, el Presidente Municipal no había expedido los nombramientos respectivos. 

Por tanto, resulta incorrecto que el Gobierno del Estado de Oaxaca ordenara la acreditación de dichos Concejales sin corroborar cuál es la regiduría que debían ocupar, lo cual debe constar en el nombramiento que debe expedir el Presidente Municipal, ya que su función de validación consiste en el reconocimiento de las diversas autoridades municipales ante instancias estatales y federales, esto es, la expedición de la credencial otorga certeza en torno al carácter que pudiera ostentar una persona ante otras autoridades u órdenes de gobierno.

En consecuencia, los actos impugnados se traducen en una sustitución fáctica de la autoridad municipal que resulta violatoria de lo previsto en el artículo 115 de la Constitución Federal, en relación con el principio de autonomía municipal en la vertiente de la organización y operación de la vida administrativa interna; de ahí que, la responsable actuó indebidamente como una autoridad intermedia al otorgarle reconocimiento oficial a los Regidores Municipales en materias distintas a las que les fueron asignadas en sesión de nueve de febrero de dos mil diecinueve.

Insiste en que el Presidente Municipal no les ha tomado la protesta de ley, ni ha expedido el nombramiento para el periodo 2019-2021 de los Regidores electos, por lo que no es válido que el Poder Ejecutivo del Estado de Oaxaca emitiera la acreditación que los reconoce como tales; máxime que no se observaron los requisitos de ley para tener como válido el nombramiento de los Regidores en cuestión, pues debieron exhibir el acta de sesión de cabildo donde se les tomó la protesta de ley, su nombramiento expedido por el Presidente Municipal y el acta de sesión de cabildo donde se les asignó la Regiduría que ocuparán, tal y como lo prevé el Acuerdo por el que se establecen los lineamientos para la expedición de las credenciales de acreditación de las autoridades municipales de los municipios del Estado de Oaxaca.

Por todo lo antedicho, el Poder Ejecutivo Estatal se extralimitó en sus facultades constitucionales, ya que al expedir y otorgar la acreditación a los Concejales de representación proporcional, sin cumplir con los requisitos mínimos que establece el referido Acuerdo, automáticamente deja sin sentido la facultad del Municipio para la toma de protesta de ley y la expedición del nombramiento.

Concluye que según lo argumentado, procede que este Alto Tribunal declare la nulidad de la acreditación, del registro en el libro de gobierno, la autorización de los sellos y la expedición de las credenciales de los Regidores Carmen Leyva López, Álvaro Tirso Carrera Sánchez y Monserrat Díaz Mejía, por no corresponder a la Regiduría que les asignó el Municipio actor, además de que el Presidente Municipal no les ha tomado la protesta de ley, ni ha expedido sus nombramientos respectivos.

CUARTO. Trámite y admisión. El Ministro Presidente de esta Suprema Corte de Justicia de la Nación, mediante proveído de veintitrés de mayo de dos mil diecinueve, ordenó formar y registrar el expediente relativo bajo el número 200/2019; así como lo turnó al Ministro Alberto Pérez Dayán. 

Posteriormente, el Ministro instructor por acuerdo de veintisiete de mayo siguiente admitió a trámite la demanda; reconoció el carácter de demandado al Poder Ejecutivo del Estado de Oaxaca, pero no así al Secretario General de Gobierno de la Entidad, ello porque se trata de una dependencia subordinada a la primera de las autoridades mencionadas; y requirió al Ejecutivo para que al momento de dar contestación a la controversia enviara copia certificada de todas las documentales relacionadas con los actos impugnados, incluidas las copias certificadas del libro de acreditaciones de Regidores por el principio de representación proporcional del Ejercicio 2019 y del expediente formado por la Secretaría General de Gobierno, dependiente del Ejecutivo Estatal, para la expedición de las credenciales de acreditación de las actuales autoridades del Municipio actor; y ordenó dar vista a la Fiscalía General de la República y a la Consejería Jurídica del Gobierno Federal, para que manifestaran lo que a su representación correspondiera. 

QUINTO. Contestación a la demanda. Por oficio depositado en la Oficina de Correos de México en el Estado de Oaxaca, el dieciséis de julio de dos mil diecinueve, el Consejero Jurídico del Estado de Oaxaca en representación del Titular del Ejecutivo de esa Entidad, dio contestación a la demanda; y, al respecto, adujó en síntesis, lo siguiente:

1. Causales de sobreseimiento e improcedencia.

a) Sobreseimiento por inexistencia de actos. Estima que se actualiza la causa de sobreseimiento prevista en el artículo 20, fracción III, de la Ley Reglamentaria, relativa a la inexistencia de los actos impugnados, ya que si bien, el veintisiete de febrero de dos mil diecinueve la Secretaría General de Gobierno del Estado de Oaxaca validó el trámite, expidió las acreditaciones, ordenó el registro de los sellos en el libro de gobierno y otorgó las credenciales correspondientes a Carmen Leyva López, Álvaro Tirso Carrera Sánchez y Monserrat Díaz Mejía como Regidores de Salud, Educación y Parques y Jardines, respectivamente, tales actuaciones se realizaron con fundamento en lo previsto en los artículos 41, fracción V y 44, fracciones I, III y IV del Reglamento Interior de la Secretaría General de Gobierno y tomando en consideración las documentales exhibidas consistentes en la constancia de asignación de cinco de julio de dos mil dieciocho, expedida por el Consejo Municipal Electoral de Santiago Juxtlahuaca, Oaxaca y el acta de sesión de Cabildo de uno de enero de dos mil diecinueve, en la que se asignaron las comisiones y Regidurías referidas. 

b) Improcedencia porque los actos impugnados no son inconstitucionales. Refiere que se actualiza el supuesto establecido en el artículo 19, fracción VIII, de la Ley Reglamentaria, relativo a que la improcedencia resulte de algún precepto de dicha legislación, en relación con el diverso 20, fracción II, que prevé que la controversia constitucional debe sobreseerse cuando durante el trámite sobrevenga una causa de improcedencia. 

Ello, porque considera que no se invadió la esfera competencial del Municipio actor, porque la Secretaría General de Gobierno por conducto de la Dirección de Gobierno expidió las acreditaciones de los Regidores de Salud, Educación, así como de Parques y Jardines, a Caridad del Carmen Leyva López, Álvaro Tirso Carrera Sánchez y Monserrat Díaz Mejía, respectivamente, haciendo uso de las facultades otorgadas en los artículos 41, fracción V, y 44, fracciones I, III y IV del Reglamento Interno de la Secretaría General de Gobierno del Estado de Oaxaca, consistentes en la validación del trámite para la expedición de las credenciales de acreditación y registro de sellos de las autoridades municipales.

Además de que dichos actos se realizaron con base en las documentales exhibidas, consistentes en la constancia de asignación de cinco de julio de dos mil dieciocho, expedida por el Consejo Municipal Electoral de Santiago Juxtlahuaca, Oaxaca y el acta de sesión de Cabildo de uno de enero de dos mil diecinueve, en la que se asignaron las comisiones y Regidurías referidas, por tanto, los actos impugnados no constituyen una invasión al ámbito competencial del Municipio actor. 

c) Los actos impugnados corresponden a la materia electoral. Aduce que se actualiza la causa de improcedencia prevista en el artículo 19, fracción II de la Ley Reglamentaria, dado que la expedición de las acreditaciones y sellos respectivos por parte de la Secretaría General de Gobierno, versa sobre la elección y renovación de las autoridades del Municipio actor; y, en todo caso, la vía idónea es el juicio para la protección de derechos político-electorales. 

2. Respuesta a los conceptos de invalidez. 

Aduce que deben estimarse infundados los conceptos de invalidez expuestos por la parte actora ya que la Secretaría General de Gobierno del Estado de Oaxaca no invadió la esfera de competencia del Municipio actor, sino que actuó con apego a la normativa previamente establecida, es decir, cumplió con lo previsto en los artículos 41, fracción V y 44, fracciones I, III y IV del Reglamento Interior de la Secretaría General de Gobierno del Estado de Oaxaca, que le otorga facultades para llevar a cabo la acreditación de los Regidores, registro en el libro de gobierno, impresión de sellos y expedición de credenciales; lo cual realizó tomando en cuenta las documentales que exhibieron, consistentes en la constancia de asignación de cinco de julio de dos mil dieciocho, expedida por el Consejo Municipal Electoral de Santiago Juxtlahuaca, así como el acta de sesión de Cabildo del Ayuntamiento de Santiago Juxtlahuaca, de uno de enero de dos mil diecinueve, en la que se asignaron las comisiones, Regidurías y se otorgaron los nombramientos del Secretario y Tesorero del Municipio, para la administración 2019-2021. 

SEXTO. Opinión de la Fiscalía General de la República. El titular de la citada dependencia se abstuvo de formular la opinión solicitada, ni expresó alegato alguno. 

SÉPTIMO. Audiencia. Substanciado el procedimiento en la controversia constitucional, el diez de diciembre de dos mil diecinueve se celebró la audiencia prevista en el artículo 29 de la Ley Reglamentaria de las Fracciones I y II del Artículo 105 de la Constitución Federal, en la que, en términos del diverso 34 de la propia Ley, se hizo relación de los autos, se tuvieron por exhibidas y admitidas las pruebas ofrecidas, se hizo constar que las partes no presentaron alegatos y se puso el expediente en estado de resolución. 

OCTAVO. Radicación en Sala. En atención a la solicitud formulada por el Ministro Ponente al Presidente de esta Suprema Corte de Justicia de la Nación, se acordó remitir el expediente a la Segunda Sala para su radicación y resolución. 

C O N S I D E R A N D O:

PRIMERO. Competencia. Esta Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, es competente para conocer de la presente controversia constitucional, de conformidad con lo dispuesto por los artículos 105, fracción I, inciso i), de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 10, fracción I y 11, fracción V, de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación, en relación con los puntos segundo, fracción I y tercero del Acuerdo General 5/2013 del Tribunal Pleno, en virtud de que se plantea un conflicto entre el Municipio de Santiago Juxtlahuaca, Estado de Oaxaca y el Poder Ejecutivo de esa Entidad, sin que sea necesaria la intervención del Tribunal Pleno debido al sentido de la presente ejecutoria. 

Lo anterior encuentra apoyo por identidad de razón, en la tesis de esta Segunda Sala cuyo rubro, texto y datos de localización se transcriben a continuación: 

“CONTROVERSIAS CONSTITUCIONALES. COMPETENCIA DE LAS SALAS DE LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN PARA CONOCER DE ELLAS, CONFORME AL ACUERDO GENERAL PLENARIO 5/2001, REFORMADO POR EL DIVERSO 3/2008. El punto tercero, fracción I, del Acuerdo General 5/2001 del Tribunal Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, reformado mediante el diverso Acuerdo General Plenario Número 3/2008, autoriza a las Salas de este Alto Tribunal a resolver las controversias constitucionales en las que deba sobreseerse y en las que no se impugnen normas de carácter general. En este sentido, aun cuando en una controversia constitucional se impugnen normas de carácter general, si se sobresee respecto de éstas y subsiste únicamente el análisis constitucional de actos, también se surte la competencia de las Salas para conocer del asunto”. (Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Décima Época, libro VII, abril de 2012, tomo 2, tesis 2a. XXV/2012 (10a.), página 1275, registro digital 2000539).

SEGUNDO. Precisión de la litis. Del examen integral a la demanda de controversia constitucional se tiene que el acto impugnado son las acreditaciones que expidió la Secretaría General de Gobierno del Estado de Oaxaca a Caridad del Carmen Leyva López como Regidora de Salud; Álvaro Tirso Carrera Sánchez como Regidor de Educación; y Monserrat Díaz Mejía como Regidora de Parques y Jardines, del Municipio de Santiago Juxtlahuaca, Oaxaca, con número de folios 2536, 2537 y 2553, respectivamente, y una vigencia de 2019 a 2021[footnoteRef:1].  [1:  Credenciales de las que se adjunta copia certificada a fojas trescientos ochenta y siete y trescientos ochenta y ocho de la controversia constitucional. ] 


Además, en términos del artículo 41, fracción I, de la Ley de la materia[footnoteRef:2], es evidente que ese acto es cierto, pues indudablemente se comprueba su existencia con las credenciales descritas.  [2:  “Artículo 41. Las sentencias deberán contener: 
I. La fijación breve y precisa de las normas generales o actos objeto de la controversia y, en su caso, la apreciación de las pruebas conducentes a tenerlos o no por demostrados.
(…)”.] 


Sin que sea óbice que el Municipio actor en el capítulo de actos impugnados utilice expresiones como: “ La violación al artículo 115 de la Constitución Federal (…)”; “La violación del artículo 115, en sus fracciones I, y II, por la invasión de facultades en perjuicio del Ayuntamiento de Santiago Juxtlahuaca que realizó la Secretaría General de Gobierno del Poder Ejecutivo del Estado de Oaxaca (…)”; “La nulidad del reconocimiento de nombramiento, la acreditación, el registro en el libro de gobierno, la expedición de la credencial, así como los sellos oficiales realizada por la Secretaría General de Gobierno (…)”; “La nulidad del reconocimiento y acreditación a los ciudadanos (sic) Caridad del Carmen Leyva López, Álvaro Tirso Carrera Sánchez y Monserrat Díaz Jiménez (sic), regidores de representación proporcional del Municipio de Santiago Juxtlahuaca, por la ilegal asignación de regidurías realizada por la Secretaría General de Gobierno (…)”; “Que se decrete las responsabilidades administrativas, y sancionadoras a los funcionarios públicos de la Secretaría General de Gobierno que efectuaron la autorización de la acreditación (…)”, entre otras, ya que tales señalamientos no son actos, sino vicios y consecuencias que pueden derivar en su caso de los actos impugnados que en realidad son las acreditaciones. 

TERCERO. Presupuestos procesales. A continuación se analiza la oportunidad en la presentación de la demanda; así como la legitimación activa y pasiva de las partes. 

I. Oportunidad. El acto atribuido al Poder Ejecutivo del Estado de Oaxaca, consiste en la expedición de las acreditaciones de Caridad del Carmen Leyva López, Álvaro Tirso Carrera Sánchez y Monserrat Díaz Mejía como Concejales propietarios del Ayuntamiento de Santiago Juxtlahuaca, Oaxaca.

Por su parte, el artículo 21, fracción I de la Ley Reglamentaria de las Fracciones I y II del Artículo 105 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, dispone lo siguiente: 

“Artículo 21. El plazo para la interposición de la demanda será:
I. Tratándose de actos, de treinta días contados a partir del día siguiente al en que conforme a la ley del propio acto surta efectos la notificación de la resolución o acuerdo que se reclame; al en que se haya tenido conocimiento de ellos o de su ejecución; o al en que el actor se ostente sabedor de los mismos;
(…)”.

Como se advierte, el plazo para la promoción de la controversia constitucional tratándose de actos es de treinta días contados a partir del día siguiente al en que conforme a la ley del propio acto surta efectos la notificación de la resolución o acuerdo que se reclame; al en que se haya tenido conocimiento de ellos o de su ejecución; o al en que el actor se ostente sabedor de los mismos. 

En el caso, de la normativa donde se regula el procedimiento para la expedición de las acreditaciones no se advierte la obligación de la Secretaría General de Gobierno del Estado de Oaxaca de notificar al Municipio dicha actividad, ni de autos se advierte constancia por la que se haga evidente una fecha determinada donde el Municipio se haya hecho sabedor de la expedición de las acreditaciones impugnadas. En ese sentido, en términos del artículo 21 de la Ley Reglamentaria, la fecha eficiente para computar el plazo para la promoción de la demanda es aquélla que haya sido señalada por el Municipio actor.

Así, se tiene que en la demanda de controversia constitucional el Municipio actor manifestó que tuvo conocimiento de la expedición de las acreditaciones en cuestión el veinte de marzo de dos mil diecinueve[footnoteRef:3]; por tanto, el plazo referido transcurrió del veintidós de marzo al ocho de mayo de dos mil diecinueve, descontando los días veintiuno, veintitrés, veinticuatro, treinta y treinta y uno de marzo; seis, siete, trece, catorce, diecisiete, dieciocho, diecinueve, veinte, veintiuno, veintisiete y veintiocho de abril; uno, cuatro y cinco de mayo de ese año, por haber sido inhábiles, de conformidad con los artículos 2 y 3 de la Ley Reglamentaria, en relación con el 163 de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación y del Acuerdo General 18/2013 del Tribunal Pleno.  [3:  Fojas diez a doce de la controversia constitucional.] 


Luego, si la demanda de controversia constitucional se depositó ante la Oficina de Correos de México del Estado de Oaxaca el veintisiete de abril de dos mil diecinueve, es claro que su presentación resultó oportuna, en virtud de que se realizó en términos de lo establecido en la jurisprudencia P./J. 17/2002 del Pleno de este Alto Tribunal, en la cual se definieron los requisitos para que las partes que radiquen fuera del lugar de residencia de esta Suprema Corte puedan presentar las promociones por correo certificado con acuse de recibo; ese criterio es de rubro, texto y datos de localización siguientes:

“CONTROVERSIAS CONSTITUCIONALES. REQUISITOS, OBJETO Y FINALIDAD DE LAS PROMOCIONES PRESENTADAS POR CORREO MEDIANTE PIEZA CERTIFICADA CON ACUSE DE RECIBO (INTERPRETACIÓN DEL ARTÍCULO 8o. DE LA LEY REGLAMENTARIA DE LAS FRACCIONES I Y II DEL ARTÍCULO 105 DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS). El artículo 8o. de la Ley Reglamentaria de las Fracciones I y II del Artículo 105 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos establece que cuando las partes radiquen fuera del lugar de la residencia de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, podrán presentar sus promociones en las oficinas de correos del lugar de su residencia, mediante pieza certificada con acuse de recibo y que para que éstas se tengan por presentadas en tiempo se requiere: a) que se depositen en las oficinas de correos, mediante pieza certificada con acuse de recibo, o vía telegráfica, desde la oficina de telégrafos; b) que el depósito se haga en las oficinas de correos o de telégrafos ubicadas en el lugar de residencia de las partes; y, c) que el depósito se realice dentro de los plazos legales. Ahora bien, del análisis de precepto mencionado, se concluye que tiene por objeto cumplir con el principio de seguridad jurídica de que debe estar revestido todo procedimiento judicial, de manera que quede constancia fehaciente, tanto de la fecha en que se hizo el depósito correspondiente como de aquella en que fue recibida por su destinatario; y por finalidad que las partes tengan las mismas oportunidades y facilidades para la defensa de sus intereses que aquellas cuyo domicilio se encuentra ubicado en el mismo lugar en que tiene su sede este tribunal, para que no tengan que desplazarse desde el lugar de su residencia hasta esta ciudad a presentar sus promociones, evitando así que los plazos dentro de los cuales deban ejercer un derecho o cumplir con una carga procesal puedan resultar disminuidos por razón de la distancia”. (Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, abril de 2002, tomo XV, jurisprudencia P./J. 17/2002, página 898, registro digital 187268).

II. Legitimación activa y pasiva. En la especie se cumple con el requisito en comento, atento a los razonamientos que se desarrollan a continuación. 

Por cuanto hace a la legitimación activa, debe tenerse presente que el artículo 105, fracción I, inciso i), de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos prevé lo siguiente: 

“Artículo 105. La Suprema Corte de Justicia de la Nación conocerá, en los términos que señale la ley reglamentaria, de los asuntos siguientes:
I. De las controversias constitucionales que, con excepción de las que se refieran a la materia electoral, se susciten entre:
(…).
i). Un Estado y uno de sus municipios, sobre la constitucionalidad de sus actos o disposiciones generales; 
(…)”.

Por su parte, los artículos 10, fracción I, y 11, primer párrafo, de la Ley Reglamentaria señalan lo siguiente: 

“Artículo 10. Tendrán el carácter de parte en las controversias constitucionales: 
I. Como actor, la entidad, poder u órgano que promueva la controversia;
(…)”.

“Artículo 11. El actor, el demandado y, en su caso, el tercero interesado deberán comparecer a juicio por conducto de los funcionarios que, en términos de las normas que los rigen, estén facultados para representarlos. En todo caso, se presumirá que quien comparezca a juicio goza de la representación legal y cuenta con la capacidad para hacerlo, salvo prueba en contrario. 
(...)”.

De los preceptos reproducidos se desprende que la Suprema Corte de Justicia de la Nación es competente para conocer de las controversias constitucionales que se susciten entre un Estado y uno de sus municipios, sobre la constitucionalidad de sus actos, y tendrá el carácter de actor, la entidad, poder, u órgano que la promueva, la que deberá comparecer al juicio por conducto del funcionario que, en términos de la norma que lo rige, esté facultado para representarlo. 

En el caso, la demanda fue promovida por el Ayuntamiento de Santiago Juxtlahuaca, Oaxaca, quien cuenta con legitimación para promover el presente medio de control constitucional de conformidad con el artículo 105, fracción I, inciso i), de la Constitución Federal. 

Por otra parte, la demanda de controversia constitucional fue suscrita por Itavivi Guadalupe Méndez Pacheco, Síndica Municipal del Ayuntamiento de Santiago Juxtlahuaca, Oaxaca, personalidad que acreditó con copia certificada del nombramiento que le fue expedido el uno de enero de dos mil diecinueve[footnoteRef:4].  [4:  Foja cuarenta y tres, ibídem. ] 


Además, dicha funcionaria cuenta con facultades para representar al Ayuntamiento de Santiago Juxtlahuaca en términos del artículo 71, fracción I, de la Ley Orgánica Municipal del Estado de Oaxaca[footnoteRef:5], el cual prevé que los Síndicos serán representantes jurídicos del Municipio y responsables de vigilar la debida administración del erario público y patrimonio municipal y contarán entre otras atribuciones, la de representar jurídicamente al Municipio en los litigios en que éstos fueren parte.  [5:  “Artículo 71. Los Síndicos serán representantes jurídicos del Municipio y responsables de vigilar la debida administración del erario público y patrimonio municipal, con las siguientes atribuciones:
I. Representar jurídicamente al Municipio en los litigios en que éstos fueren parte;
(…)”. ] 


Respecto a la legitimación pasiva, en este asunto tiene el carácter de autoridad demandada el Poder Ejecutivo del Estado de Oaxaca. 

Conforme a los artículos 10, fracción II[footnoteRef:6] y 11, párrafo primero de la Ley Reglamentaria, serán demandados en las controversias constitucionales las entidades, poderes u órganos que hubiesen emitido y promulgado la norma general o pronunciado el acto impugnado, los cuales deberán comparecer a juicio por conducto de los funcionarios que, en términos de las normas que los rigen, estén facultados para representarlos.  [6:  “Artículo 10. (…). 
II. Como demandado, la entidad, poder u órgano que hubiere emitido y promulgado la norma general o pronunciado el acto que sea objeto de la controversia; 
(…)”. ] 


Por cuanto hace al Poder Ejecutivo Estatal, contestó la demanda el Consejero Jurídico del Gobierno del Estado de Oaxaca José Octavio Tinajero Zenil, quien acreditó su personalidad con copia certificada del nombramiento expedido por el Gobernador del Estado de quince de junio de dos mil diecisiete[footnoteRef:7].  [7:  Fojas trescientos setenta y cinco de la controversia constitucional. ] 


Aunado a que los artículos 98 Bis de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de Oaxaca y 49, párrafo primero, fracciones I y VI de la Ley Orgánica del Poder Ejecutivo de esa Entidad[footnoteRef:8], prevén respectivamente, que la función de Consejero Jurídico del Gobierno del Estado estará a cargo de la dependencia del Ejecutivo que para tal efecto establezca la ley, ejerciendo la representación jurídica del Estado, del titular del Poder Ejecutivo y de la Gubernatura, en los términos que señala la Ley Orgánica del Poder Ejecutivo del Estado, así como otorgar apoyo técnico jurídico en forma permanente y directa al Gobernador del Estado; y que la Consejería Jurídica estará a cargo del Consejero Jurídico del Gobierno del Estado, quien dependerá directamente del Ejecutivo Estatal y quien ejerce la representación jurídica del Estado y, entre otras atribuciones, le corresponde representar legalmente al Estado de Oaxaca, al titular del Poder Ejecutivo y a la Gubernatura en todo juicio, proceso o procedimiento en que sean parte y representar al Ejecutivo del Estado y promover en las controversias constitucionales y acciones de inconstitucionalidad en las que éste sea parte; por lo que es de concluirse que tiene legitimación para participar en este medio de control constitucional.   [8:  “Artículo 98 BIS. La función de Consejero Jurídico del Gobierno del Estado estará a cargo de la dependencia del Ejecutivo que para tal efecto establezca la ley, ejerciendo la representación jurídica del Estado, del Titular del Poder Ejecutivo y de la Gubernatura, en los términos que señala la Ley Orgánica del Poder Ejecutivo del Estado, así como otorgar apoyo técnico jurídico en forma permanente y directa al Gobernador del Estado.
Como titular de la dependencia, estará una persona que se denominará Consejero Jurídico del Gobierno del Estado, quien para su nombramiento deberá cumplir con los requisitos establecidos en la Ley”.
“Artículo 49. La Consejería Jurídica prevista en el artículo 98 Bis, de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de Oaxaca, estará a cargo del Consejero Jurídico del Gobierno del Estado, quien dependerá directamente del Ejecutivo Estatal y quien ejerce la representación jurídica del Estado, del Titular del Poder Ejecutivo y de la Gubernatura, así como otorgar el apoyo técnico jurídico en forma permanente y directa al Gobernador del Estado.
A la Consejería Jurídica del Gobierno del Estado le corresponde el despacho de los siguientes asuntos:
I. Representar legalmente al Estado de Oaxaca, al titular del Poder Ejecutivo y a la Gubernatura en todo juicio, proceso o procedimiento en que sean parte.
(…).
VI. Representar al Ejecutivo del Estado y promover en las controversias constitucionales y acciones de inconstitucionalidad en las que éste sea parte;
(…)”. ] 


Por ende, el Poder Ejecutivo del Estado de Oaxaca tiene legitimación pasiva para comparecer al juicio, ya que a éste se le atribuye el acto impugnado y ha quedado demostrado que el funcionario que comparece cuenta con facultades para representarlo. 

CUARTO. Causa de improcedencia. Esta Segunda Sala advierte de oficio que la presente controversia constitucional es improcedente en términos de los numerales 19, fracción VIII de la Ley Reglamentaria de las Fracciones I y II del artículo 105 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en relación con el 105, fracción I, inciso i) constitucional, dado que la impugnación no versa sobre una violación directa a la Constitución Federal, es decir, lo alegado por el Municipio actor corresponde a problemas de legalidad.
 
Las disposiciones referidas son del tenor siguiente:

“Artículo 19. Las controversias constitucionales son improcedentes:
(…).
VIII. En los demás casos en que la improcedencia resulte de alguna disposición de esta ley”.

“Artículo 105. La Suprema Corte de Justicia de la Nación conocerá, en los términos que señale la ley reglamentaria, de los asuntos siguientes:
I. De las controversias constitucionales que, con excepción de las que se refieran a la materia electoral, se susciten entre:
(…).
i). Un Estado y uno de sus municipios, sobre la constitucionalidad de sus actos o disposiciones generales;
(…)”. 

De las normas transcritas se desprende que las controversias constitucionales son improcedentes en los demás casos en que la improcedencia resulte de alguna disposición de la Ley Reglamentaria; y que la Suprema Corte de Justicia de la Nación conocerá, en los términos que señale ese ordenamiento, entre otros, de las controversias constitucionales que, con excepción de las que se refieran a la materia electoral, se susciten, en el caso concreto, entre un Estado y uno de sus municipios, sobre la constitucionalidad de sus actos o disposiciones generales. 

Esto es, la improcedencia de una controversia constitucional puede derivar de alguna disposición de la Ley Reglamentaria, lo cual permite considerar no sólo los supuestos que de manera específica prevé el artículo 19, sino también los que puedan derivar del conjunto de normas que la integran y de las bases constitucionales que la rigen. 

Resulta aplicable a lo anterior, el siguiente criterio de rubro y texto que a continuación se transcriben:

“CONTROVERSIA CONSTITUCIONAL. LA CAUSA DE IMPROCEDENCIA PREVISTA EN EL ARTÍCULO 19, FRACCIÓN VIII, DE LA LEY REGLAMENTARIA DE LA MATERIA, ÚNICAMENTE DEBE RESULTAR DE ALGUNA DISPOSICIÓN DE LA PROPIA LEY Y, EN TODO CASO, DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS. Conforme a la fracción VIII del artículo 19 de la Ley Reglamentaria de las Fracciones I y II del Artículo 105 de la Constitución, la improcedencia de la controversia constitucional únicamente debe resultar de alguna disposición de la propia ley y, en todo caso, de la Norma Fundamental, por ser éstas las que delinean su objeto y fines; de ahí que la improcedencia no puede derivar de lo previsto en otras leyes, pues ello haría nugatoria la naturaleza de ese sistema de control constitucional”. (Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Pleno, jurisprudencia, tomo XXVII, junio de 2008, P./J. 32/2008, página 955, registro digital 169528).

De igual forma es importante subrayar que la controversia constitucional es el medio que tiene como principal objeto de tutela, el ámbito de atribuciones que la Constitución Federal confiere a los órganos originarios del Estado para resguardar el sistema federal, es decir, busca el respeto de las esferas competenciales que se otorgan a la Federación, a los Estados, a los Municipios y a los órganos constitucionales autónomos, según se detalla en el artículo 105, fracción I constitucional. 

Lo antedicho se deduce indudablemente del procedimiento legislativo que culminó con el Decreto publicado en el Diario Oficial de la Federación de treinta y uno de diciembre de mil novecientos noventa y cuatro, en el cual se reformaron entre otros, el precepto constitucional en mención, en el cual, se buscó renovar el Federalismo por medio de las vías adecuadas para solucionar controversias sobre la constitucionalidad de actos que surjan entre la Federación y un Estado, la Federación y un Municipio, el Poder Ejecutivo y el Congreso de la Unión, aquél y cualquiera de las Cámaras de éste o, en su caso, la Comisión Permanente, sea como órganos federales o del entonces Distrito Federal, éste y un Municipio, dos Municipios de diversos Estados, dos poderes de un mismo Estado, un Estado y uno de sus Municipios, y dos órganos del entonces Distrito Federal o dos Municipios de un mismo Estado. Así, en la Exposición de Motivos respectiva se expresó lo siguiente: 

“(…).
Una de las demandas de nuestros día es la de arribar a un renovado federalismo. Ello hace indispensable encontrar las vías adecuadas para solucionar las controversias que en su pleno ejercicio pueda suscitar. Por este motivo, se propone la modificación del artículo 105 a fin de prever en su fracción primera las bases generales de un nuevo modelo para la solución de las controversia sobre la constitucionalidad de actos que surjan entre la Federación y un estado o el Distrito Federal, la federación y un municipio, el Poder Ejecutivo y el Congreso de la Unión, aquél y cualquiera de las Cámaras de éste o, en su caso la Comisión Permanente, sea como órganos federales o el Distrito Federal, dos estados, un estado y el Distrito Federal, el Distrito Federal y un municipio, dos municipios de diversos estados, dos poderes de un mismo estado, un estado y uno de sus municipios, y dos órganos del Distrito Federal o dos municipios de un mismo estado.
Con la modificación propuesta, cuando alguno de los órganos mencionados en el párrafo anterior estime vulnerada su competencia por actos concretos de autoridad o por disposiciones generales provenientes de otro de esos órganos podrá ejercer las acciones necesarias para plantear a la Suprema Corte la anulación del acto o disposición general. 
El gran número de órganos legitimados por la reforma para plantear las controversias constitucionales es un reconocimiento a la complejidad y pluralidad de nuestro sistema federal. Todos los niveles de gobierno serán beneficiados con estas reformas. 
El otorgamiento de estas nuevas atribuciones reconoce el verdadero carácter que la Suprema Corte de Justicia tiene en nuestro orden jurídico el de ser un órgano de carácter constitucional. Es decir, un órgano que vigila que la Federación, los estados y los municipios actúen de conformidad con lo previsto por nuestra Constitución.
(…)”. 

Esa reforma ha sido interpretada por la Suprema Corte para subrayar que su finalidad primordial fue la de fortalecer el Federalismo y garantizar la supremacía de la Constitución, para que la actuación de las autoridades se ajuste a lo establecido en ésta, lo que encuentra apoyo en la tesis que a continuación se reproduce: 

“CONTROVERSIA CONSTITUCIONAL. LA TUTELA JURÍDICA DE ESTA ACCIÓN ES LA PROTECCIÓN DEL ÁMBITO DE ATRIBUCIONES QUE LA LEY SUPREMA PREVÉ PARA LOS ÓRGANOS ORIGINARIOS DEL ESTADO. Del análisis de la evolución legislativa que en nuestros textos constitucionales ha tenido el medio de control constitucional denominado controversia constitucional, se pueden apreciar las siguientes etapas: 1. En la primera, se concibió sólo para resolver las que se presentaren entre una entidad federada y otra; 2. En la segunda etapa, se contemplaron, además de las antes mencionadas, aquellas que pudiesen suscitarse entre los poderes de un mismo Estado y las que se suscitaran entre la Federación y uno o más Estados; 3. En la tercera, se sumaron a las anteriores, los supuestos relativos a aquellas que se pudieren suscitar entre dos o más Estados y el Distrito Federal y las que se suscitasen entre órganos de Gobierno del Distrito Federal. En la actualidad, el artículo 105, fracción I, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, amplía los supuestos para incluir a los Municipios, al Poder Ejecutivo, al Congreso de la Unión, a cualquiera de sus Cámaras, y en su caso, a la Comisión Permanente. Pues bien, de lo anterior se colige que la tutela jurídica de este instrumento procesal de carácter constitucional, es la protección del ámbito de atribuciones que la misma Ley Suprema prevé para los órganos originarios del Estado, es decir, aquellos que derivan del sistema federal y del principio de división de poderes a que se refieren los artículos 40, 41 y 49, en relación con el 115, 116 y 122, de la propia Constitución y no así a los órganos derivados o legales, pues estos últimos no son creados ni tienen demarcada su competencia en la Ley Fundamental; sin embargo, no por ello puede estimarse que no están sujetos al medio de control, ya que, si bien el espectro de la tutela jurídica se da, en lo particular, para preservar la esfera competencial de aquéllos y no de éstos, en lo general se da para preservar el orden establecido en la Constitución Federal, a que también se encuentran sujetos los entes públicos creados por leyes secundarias u ordinarias”. (Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Pleno, diciembre de 1998, tomo VIII, tesis P. LXXII/98, página 789, registro digital 195025).

Entonces, la finalidad de este instrumento procesal de carácter constitucional es la protección del ámbito de atribuciones que la misma Ley Suprema prevé para los órganos originarios del Estado, es decir, aquellos que derivan del sistema federal y del principio de división de poderes. 

Por otro lado, es necesario tener presente que el acto impugnado son las acreditaciones que expidió la Secretaría General de Gobierno del Estado de Oaxaca a Caridad del Carmen Leyva López como Regidora de Salud; Álvaro Tirso Carrera Sánchez como Regidor de Educación; y Monserrat Díaz Mejía como Regidora de Parques y Jardines, del Municipio de Santiago Juxtlahuaca, Oaxaca, con número de folios 2536, 2537 y 2553, respectivamente, y una vigencia de 2019 a 2021. 

Asimismo, en los conceptos de invalidez se expresó que la autoridad demandada viola en perjuicio del Municipio actor las garantías de audiencia, debido proceso, debida defensa y legalidad previstas en los artículos 14 y 16 constitucionales, en virtud de que los actos que se reclaman fueron emitidos por una autoridad que no tiene facultades legales para ello; lo cual se traduce en una afectación directa a lo previsto en el diverso 115, fracciones I, II, III y IV de la Constitución Federal, dado que invade la esfera competencial del Municipio actor, ya que realizó actividades de naturaleza administrativa que le corresponden al Municipio, a saber, la Secretaría General de Gobierno autorizó la acreditación de los tres concejales propietarios en regidurías distintas a las que les fueron asignadas, los registró en el libro de gobierno, autorizó los sellos correspondientes y expidió las credenciales respectivas. 

Precisado lo anterior, como se apuntó, la controversia es improcedente, ya que si bien el Municipio de Santiago Juxtlahuaca adujo que la acreditación de los concejales otorgada por el Ejecutivo del Estado de Oaxaca, resulta violatoria de lo previsto en el artículo 115 de la Constitución Federal, dado que no se cumplió con lo establecido en la Ley Orgánica Municipal del Estado de Oaxaca ni en los lineamientos que la propia Secretaría General de Gobierno emitió para la acreditación de las autoridades municipales; también lo es que el incumplimiento de las disposiciones estatales resulta en una cuestión de legalidad y no una intromisión en la autonomía municipal protegida por la Norma Fundamental.

En ese sentido, se deduce que los argumentos del Municipio actor no están dirigidos a controvertir una afectación directa a la Constitución Federal, aun y cuando en sus conceptos de invalidez alega violación al artículo 115 constitucional, ya que del análisis de sus conceptos de invalidez se desprende que van encaminados a impugnar el incumplimiento de las disposiciones contenidas en las normas locales. Y si bien, esta Suprema Corte de Justicia de la Nación puede revisar la constitucionalidad de actos y/o normas emitidos por autoridades del Estado a través de la controversia constitucional, para hacerlo está siempre supeditada a que exista un principio de agravio a la esfera competencial salvaguardada en la Constitución Federal a favor del actor, pues de no ser así, se desnaturalizaría la función de este medio impugnativo, permitiéndose la revisión de cualquier acto, aunque no tenga relación alguna con la esfera de atribuciones tutelada en el Pacto Supremo.

Lo anterior se robustece con el criterio de este Alto Tribunal en el sentido de que la controversia constitucional resulta improcedente cuando las partes aleguen exclusivamente violaciones diversas a las competenciales, como en el caso, el incumplimiento a lo previsto en legislación orgánica de dicho Estado. 

Así como ha sido sustentado por la Segunda Sala de esta Suprema Corte en sesión de diecinueve de junio de dos mil diecinueve, al resolver la controversia constitucional 288/2017[footnoteRef:9] y lo conducente en la tesis P./J. 42/2015 (10a.), de rubro y texto siguientes:  [9:  Bajo la Ponencia del Ministro Javier Laynez Potisek, en sesión de diecinueve de junio de dos mil diecinueve.] 


“CONTROVERSIA CONSTITUCIONAL. LAS VIOLACIONES SUSCEPTIBLES DE ANALIZARSE EN EL FONDO SON LAS RELACIONADAS CON EL PRINCIPIO DE DIVISIÓN DE PODERES O CON LA CLÁUSULA FEDERAL, SOBRE LA BASE DE UN CONCEPTO DE AFECTACIÓN AMPLIO. La controversia constitucional es un medio de regularidad disponible para los Poderes, órdenes jurídicos y órganos constitucionales autónomos, para combatir normas y actos por estimarlos inconstitucionales; sin embargo, atento a su teleología, esta Suprema Corte de Justicia de la Nación ha interpretado que no toda violación constitucional puede analizarse en esta vía, sino sólo las relacionadas con los principios de división de poderes o con la cláusula federal, delimitando el universo de posibles conflictos a los que versen sobre la invasión, vulneración o simplemente afectación a las esferas competenciales trazadas desde el texto constitucional. Ahora bien, en la aplicación del criterio referido debe considerarse que, en diversos precedentes, este Alto Tribunal ha adoptado un entendimiento amplio del principio de afectación, y ha establecido que para acreditar esta última es necesario que con la emisión del acto o norma general impugnados exista cuando menos un principio de agravio en perjuicio del actor, el cual puede derivar no sólo de la invasión competencial, sino de la afectación a cualquier ámbito que incida en su esfera regulada directamente desde la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, como las garantías institucionales previstas en su favor, o bien, de otro tipo de prerrogativas como las relativas a cuestiones presupuestales; no obstante, a pesar de la amplia concepción del principio de afectación, debe precisarse que dicha amplitud siempre se ha entendido en el contexto de afectaciones a los ámbitos competenciales de los órganos primarios del Estado, lo que ha dado lugar a identificar como hipótesis de improcedencia de la controversia constitucional las relativas a cuando las partes aleguen exclusivamente violaciones: 1. A cláusulas sustantivas, diversas a las competenciales; y/o, 2. De estricta legalidad. En cualquiera de estos casos no es dable analizar la regularidad de las normas o actos impugnados, pero ambos supuestos de improcedencia deben considerarse hipótesis de estricta aplicación, pues en caso de que se encuentren entremezclados alegatos de violaciones asociados a las órbitas competenciales de las partes en contienda, por mínimo que sea el principio de afectación, el juicio debe ser procedente y ha de estudiarse en su integridad la cuestión efectivamente planteada, aunque ello implique conexamente el estudio de violaciones sustantivas a la Constitución o de estricta legalidad”. (Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Pleno, jurisprudencia, libro 25, diciembre de 2015, tomo I, P./J. 42/2015 (10a.), página 33, registro digital 2010668).

En similares términos se desecharon las controversias constitucionales 279/2019, 250/2019, 239/2019 y 307/2019 mediante acuerdos de quince y diecinueve de agosto, tres y veintiséis de septiembre de dos mil diecinueve, respectivamente[footnoteRef:10].  [10:  Ministro instructor Alberto Pérez Dayán. ] 


En consecuencia, al quedar indudablemente actualizada la causa de improcedencia prevista en los numerales 19, fracción VIII de la Ley Reglamentaria de las Fracciones I y II del artículo 105 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en relación con el 105, fracción I, inciso i) constitucional, ha lugar a sobreseer la presente controversia constitucional.

Por lo expuesto y fundado se resuelve:

ÚNICO. Se sobresee en la controversia constitucional.

Notifíquese; haciéndolo por medio de oficio a las partes y, en su oportunidad, archívese el expediente como asunto concluido.

Así lo resolvió la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, por unanimidad de cinco votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán (ponente), Luis María Aguilar Morales, José Fernando Franco González Salas, Yasmín Esquivel Mossa y Presidente Javier Laynez Potisek. El Ministro José Fernando Franco González Salas, emitió su voto con reservas. 

Firman los Ministros Presidente y Ponente, con la Secretaria de Acuerdos de la Segunda Sala que autoriza y da fe.
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